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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Gustavo Borsari Brenna. 


MIEMBROS: Señores Representantes Diego Cánepa, Luis Alberto Lacalle Pou, Jorge Orrico, Edgardo 
Ortuño, Nelson Rodríguez Servetto y Javier Salsamendi. 


SEÑOR PRESIDENTE (Borsari Brenna).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
Tiene la palabra el señor Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.- Se nos han acercado algunos profesionales y algunos catedráticos -una en 
particular- ante la posibilidad de "aggiornar" el Código de Comercio. Me parece que si bien esa no es 
una tarea urgente para la Comisión o para el Parlamento, podríamos -esta es una idea que me traían y 
la tomo como propia- hacer algunas consultas a gente vinculada al Derecho y a aquellos 
específicamente vinculados al Derecho Comercial respecto a si ya han manejado algún tipo de reforma 
para un Código de Comercio que, como saben los colegas, no solo es antiguo sino que se ha ido 
desfasando y reformando. Hoy en el Derecho Comercial rige más lo que está fuera del texto de ese 
Código que lo que está en su contenido. 


Si la Comisión así lo acepta, nuestra idea es pedir una opinión al Decano de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de la República, al Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica, al Decano de 
la Facultad de Derecho de la Universidad de Montevideo, a las distintas cátedras de Derecho Comercial y al 
Colegio de Abogados, teniendo en cuenta que han manejado alguna reforma del Código de Comercio. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Obviamente que estamos de acuerdo con el planteo realizado, precisamente 
comenzando por la modificación más importante del Código de Comercio, que es la sección destinada a 
concursos y quiebras. Hay un proyecto de ley que ingresó a esta Comisión, que fue elaborado por tres 


comercialistas muy prestigiosos, como lo son los doctores Ricardo Olivera, Sergio Rippe y Merlinsky y 
que contó con la participación de absolutamente todas las organizaciones profesionales y empresariales 
vinculadas a este tema. Por eso nos parece pertinente la consulta que solicita el señor Diputado Lacalle 
Pou, y entendemos que debemos abocarnos al estudio del proyecto que ingresó, que se relaciona con 
una parte muy importante del articulado del Código de Comercio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, procederemos a efectuar las consultas pertinentes que ha solicitado 
el señor Diputado Lacalle Pou, y teniendo en cuenta que el proyecto al que alude el señor Diputado 
Salsamendi figura en el cuarto punto del orden del día, comenzaremos su consideración en poco 
tiempo. 


Pasamos a considerar el asunto que figura en primer término del orden del día: "Titularidad del derecho de 
propiedad sobre inmuebles rurales y explotaciones agropecuarias". 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- La señora Secretaria nos entregó una solicitud de audiencia de 
parte del Frigorífico Modelo y seguramente la Comisión va a atenderla. 


Quiero solicitar a los colegas de la Comisión que invitemos a la Federación Rural para que nos dé su opinión 
sobre el tema, puesto que todavía no ha solicitado una entrevista. Sabemos que está discutiendo el tema y va 
a tomar posición en estos días. Entiendo que sería muy importante conocer su opinión. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Compartimos el planteo del señor Diputado Rodríguez Servetto porque 
entendemos que hay que escuchar todos los planteos que existan sobre el tema. En su momento, vamos 
a solicitar la presencia del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca en la Comisión. Por lo tanto, 
en este caso concreto, solicitaríamos que se postergue el tratamiento del tema. 


SEÑOR LACALLE POU.- No tengo ningún problema en no ingresar al tema ahora, porque además 
vamos a recibir a más gente. Insisto en plantear una situación: este tipo de proyectos de ley, que varían 
sustancialmente en lo que hace al devenir natural de una actividad, generan un "parate" y efectos no 
deseados, o deseados por algunos, que pueden ser temporales porque no se llega a una situación final. 
En la sesión anterior solicité que una vez que se ingrese a considerar este tema se termine con él, para 
generar certidumbre -en una dirección o en otra- sobre un tema que es más que candente, según 
manifestaron las dos visitas que concurrieron, y seguramente así lo vamos a escuchar de las visitas que 
recibiremos. 


Quiero recordar la voluntad del Partido Nacional en el sentido de que una vez que hayamos finalizado con las 
visitas, tratemos el asunto de una buena vez. 


SEÑOR SALSAMENDI.- De acuerdo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, postergaríamos el tratamiento de este punto. 


En lo que tiene que ver con el proyecto de responsabilidad civil, hay que aclarar que el señor Diputado 
Ortuño ha propuesto algunas modificaciones. 


SEÑOR ORTUÑO.- Vamos a retomar el tratamiento de un proyecto que consideramos de particular 
importancia. Los señores Diputados recordarán que al inicio de esta Legislatura habíamos promovido 
el desarchivo de un proyecto que se había trabajado en el Senado en la Legislatura pasada, y que 
lamentablemente no prosperó. Luego del desarchivo trabajamos algunas modificaciones que, a nuestro 
juicio, lo enriquecían, y así fue procesado en esta Comisión. Después, el hecho de que el Presupuesto 
Nacional incorporó normativas en un área relativa a lo que establece este proyecto de ley, motivó que 
ajustáramos nuevamente el texto del proyecto que hoy acercamos a la Comisión como formulación 
definitiva para su consideración. 


¿De qué trata este proyecto? De la responsabilidad civil del Estado por daños causados a terceros en la 
ejecución de servicios públicos, reglamentación de los artículos 24 y 25 de la Constitución de la República. 


Como los señores Diputados recordarán, el artículo 24 de la Constitución refiere a la responsabilidad civil del 
Estado por eventuales daños causados a terceros. No es necesario recordar a los colegas de la Comisión que 
esa eventualidad se ha dado en diversos casos y el Estado ha enfrentado diferentes juicios contra su 
patrimonio, y eso ha tenido costos importantes para el erario; costos que en última instancia afectan dineros 
que son de todos. 


Este es un tema que nos ha preocupado mucho en el pasado, tanto en lo personal como a nuestra bancada. Me 
refiero a las pérdidas, a veces muy importantes, que generan esos juicios llevados adelante contra el Estado, y 
también a las causas que generan esos juicios que promueven ciudadanos en pleno derecho, cuando ven que 
por acciones u omisiones de la Administración Pública se ven afectados en sus derechos, y por lo tanto 
movidos a recurrir ante la Justicia contra el Estado. El nuevo Gobierno del país está preocupado por este gran 
tema, y ha avanzado en este aspecto que considera este artículo y este proyecto de ley, que es la Defensoría 
del Estado, de modo de apuntar a lo que nos parece imprescindible, que es mejorar la forma en la que se 
defiende al Estado desde sus responsables, desde las distintas Jurídicas que creemos imprescindible coordinar 
y mejorar. 


Este proyecto hace referencia a un punto que creemos es más importante -vinculado con este tema- y es la 
responsabilidad que puede caber a los funcionarios, por acción u omisión, en esos perjuicios ocasionados al 
Estado cuando se dan las acciones jurídicas en su contra. Hemos visto experiencias distintas de acciones en 
los diferentes organismos estatales, que terminan generando perjuicios para la Administración Pública y para 
los dineros de todos. En ese sentido, desde siempre nos preocupó cuáles eran los recursos jurídicos que tiene 
el Estado para llamar a responsabilidad a esos funcionarios que actúan mal y que le generan perjuicios. 
Encontramos que nuestra Constitución, sabiamente, estableció el artículo 25, que me gustaría leer si los 
señores Diputados entienden que no quita mucho tiempo a la Comisión. 


El artículo 24 establece: "El Estado, los Gobiernos Departamentales, los Entes Autónomos, los Servicios 
Descentralizados y, en general, todo órgano del Estado, serán civilmente responsables del daño causado a 
terceros, en la ejecución de los servicios públicos, confiados a su gestión o dirección". Y el artículo 25 
establece: "Cuando el daño haya sido causado por sus funcionarios, en el ejercicio de sus funciones o en 
ocasión de ese ejercicio, en caso de haber obrado con culpa grave o dolo, el órgano público correspondiente 
podrá repetir contra ellos, lo que hubiere pagado en reparación". Esto es, en buen romance, que si un 
funcionario tuvo culpa grave en una acción que generó un perjuicio para el Estado -un juicio que luego hubo 
que pagar-, el Estado puede cobrarle al funcionario y llamarlo a responsabilidad por esas acciones dañosas. 


Esto me parece de una importancia fundamental, pero sabemos -y aquí viene la fundamentación del proyecto 
de ley que promovemos- que poco se ha aplicado, y por lo tanto, debemos avanzar en este sentido para que 
cosas que hemos visto en el pasado no se repitan. Para ello debemos dar una señal contundente desde el 
poder político al funcionariado público, que sin duda debe ser jerarquizado, profesionalizado y amparado 
cuando procede, como sucede en la mayoría de los casos, con eficiencia y con responsabilidad. Pero hay que 
dar una señal fuerte -reitero- en el sentido de que cuando no hay responsabilidad en la administración de 
recursos que son de todos, cuando hay negligencia o culpa grave en determinadas acciones que terminan 
perjudicando al erario y, por lo tanto, tienen costos importantes para todos nosotros, el Estado va a recurrir 
contra esos funcionarios, llamándolos a responsabilidad económica y accionando el mecanismo de repetición 
que, como decía, está previsto en la Constitución. Ese mecanismo nunca se ha reglamentado y, quizás por eso 
o por falta de voluntad política o de uso, no se aplicó en el pasado. Esta es otra de las razones que nos 
mueven a impulsar este proyecto de ley que reglamenta el artículo 25 de la Constitución, estableciendo con 
claridad en qué circunstancias y en qué procedimientos deben llevarse adelante estas acciones en la 
Administración Pública. 


Me parece imprescindible comentar algunas de las novedades que hemos introducido al proyecto. ¿Qué ha 
sucedido desde entonces a la fecha? En la medida en que esta es una preocupación común, el artículo 230 de 
la Ley N* 17.930, de Presupuesto quinquenal, creó la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y 
Registrales, a la cual le dio por cometido "la articulación de las unidades ejecutoras, servicios ministeriales y 
personas públicas no estatales relacionadas con los cometidos del Ministerio de Educación y Cultura, 
vinculados a los temas constitucionales, legales y registrales de competencia de esa Cartera ministerial". Y 
continúa: "A tales efectos, el Ministro identificará, mediante resolución fundada, la nómina de los servicios 
comprendidos en esta disposición". 


Establece que la Dirección tendrá a su cargo: " A) Relevar la situación del Estado en materia de juicios" -esto 
es lo relevante- "en que éste sea actor o demandado, a cuyos efectos los distintos organismos públicos y 
personas públicas no estatales remitirán la información pertinente, en la forma y plazos que determine el 
Poder Ejecutivo". 


El proyecto que tenemos a consideración, que se propone reglamentar los artículos 24 y 25 de la 
Constitución, establecía, apuntando a la mejora de la defensoría del Estado y a un seguimiento político más 
responsable de estos temas -que muchas veces llegaban a conocimiento de las autoridades cuando las 
sentencias estaban ejecutoriadas, es decir, cuando la Administración Pública tenía que efectivizar el pago a 
quienes habían demandado al Estado-, la creación de un registro al cual debían informarse y remitirse las 
acciones legales contra la Administración. Nos pareció que habiéndose creado esta Dirección con un 
cometido específico vinculado con este tema, el proyecto debía recoger esa situación positiva. 


Por otro lado, ese avance nos permitió subsanar una crítica o ciertos enfoques legales que planteaban que la 
formulación anterior del proyecto en que estábamos trabajando estaba al borde de lo establecido en la 
Constitución, que lo extremaba e, inclusive, algunos nos hicieron llegar su punto de vista en el sentido de que 
era inconstitucional en la medida en que otorgaba al Ministerio Público y Fiscal la posibilidad de accionar la 
repetición, cuando la Constitución lo deja en manos del órgano correspondiente en cada caso. Inclusive, 
algunos nos señalaban que extremaba lo que la Constitución establece con carácter facultativo, llevándolo 
prácticamente a una obligación -lo que quien habla comparte- y que merecería una modificación 
constitucional. 


Hemos recogido estos elementos y el proyecto que la Comisión tiene a consideración con las últimas 
modificaciones avanza en el sentido que nos proponíamos, pero se ajusta en términos legales y de 
procedimiento a la forma que nos pareció más adecuada y acorde con las novedades que ha habido, por 
suerte, en el Estado uruguayo con relación a estos temas, en particular con la creación de este ámbito en el 
Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR LACALLE POU.- Celebro que se esté estudiando este tema, ya que al principio de esta 
Legislatura pedimos que se desarchivara este proyecto de ley. 


Con el Diputado Ortuño partimos de una misma salida y en seguida nos separamos un poco. ¿Por qué? 
Porque quizás a mí me preocupa más el titular de un órgano que sus funcionarios; o sea: cuando yo pienso en 
que el Estado debe repetir ante uno de sus funcionarios, lo hago en sentido amplio. Pienso, por ejemplo, en 
un Intendente que ha dejado totalmente endeudado a un Municipio, como puede ser el caso de Canelones en 
el período pasado. Puede haber mediado dolo o culpa grave, pero el ex Intendente está en su casa sentado; no 
le costó un peso y hasta el día de hoy a la ciudadanía le están costando dinero algunas acciones u omisiones 
que pueden revestir la calidad de culpa grave o dolo. Cito el ejemplo de la Intendencia de Canelones porque 
es el que conozco a carta cabal; puedo citar algunos ejemplos recientes de la Intendencia de Montevideo y 
puedo citar casos de todos los Municipios, de Entes Autónomos y de Servicios Descentralizados. 


Lo primero que me molesta es que el titular del órgano esté en su casa sentado y que la gente, con sus 
tributos o sus aportes al organismo del Estado en cuestión, deba pagar la mala acción de un gobernante que 
pudo ser prevista. El proyecto que tenemos aquí, que es de la Legislatura anterior, saca la posibilidad de 
accionar de ese organismo del Estado y se la da al Ministerio Público. El primer artículo del proyecto de ley 
sustitutivo que nos trae el señor Diputado Ortuño establece que todo organismo del Estado deberá 
pronunciarse expresamente dentro del plazo que establezca la reglamentación -que no sé si habría que dejarlo 
a la reglamentación- sobre la configuración de dolo o culpa grave en la conducta de sus funcionarios. No me 
parece que deba ser el propio organismo quien se expida si existió culpa grave o dolo, porque esa conducta 
podría ser configurada por la máxima jerarquía de ese órgano. 


Voy a dar un ejemplo. Intendencia Municipal de Canelones: Intendente que actúa con culpa grave o dolo y 
genera una pérdida patrimonial al Municipio. ¿Quién se va a atrever a decir que el número uno de ese 


organismo -y quiero entender que se habla de funcionario en el sentido amplio... 


(Interrupciones) 


SEÑOR ORTUÑO.- A mí también me preocupan mucho -y motivan este proyecto de ley- los 
incumplimientos o las dificultades que pueda causar la mala conducta de los jerarcas. Si se repara en el 
artículo 4” de la nueva versión del proyecto que acabamos de presentar, esto se aclara absolutamente 
en la medida en que se contempla una preocupación que ya había planteado el Senador Korzeniak en 
la Legislatura pasada y que había dado origen a la propuesta de un aditivo que, lamentablemente, no 
se tuvo en cuenta y que decía que a los efectos de la presente ley se consideraba funcionarios también a 
los jerarcas. 


El artículo 4” que planteamos dice: "A los efectos de las responsabilidades establecidas en esta ley, se 
entiende por funcionario público a todos aquellos comprendidos en la disposición contenida en el 

artículo 175 del Código Penal en la redacción establecida por el artículo 8” de la Ley_N? 17.060", conocida 
como ley anticorrupción. En ella se establece un avance legal en estos temas y se da un alcance amplio a los 
funcionarios comprendidos por este tipo de normas y para los que son exigibles este tipo de disposiciones: 
los funcionarios de confianza, los funcionarios de responsabilidad política y los jerarcas. Y por si hubiera 
alguna duda, agrego al final: "sean subordinados o jerarcas de cualquier condición institucional". O sea que 
compartimos totalmente los comentarios que venía haciendo el señor Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.- Ahora bien, que alguien me explique en la realidad cómo se va a aplicar el 
artículo 1” de esta ley a un jerarca que actúe con dolo o culpa grave, supongamos al Intendente 
Municipal de Canelones actual, al anterior o al que vendrá. Dicho artículo 1” dice: "Todo organismo 
del estado que resulte condenado por sentencia ejecutoriada como responsable civil del daño causado a 
terceros (artículo 24 de la Constitución) deberá pronunciarse expresamente, dentro del plazo que 
establezca la reglamentación respectiva, sobre la configuración de dolo o culpa grave en la conducta de 
sus funcionarios, de acuerdo a lo establecido en el artículo 25 de la Constitución". Siguiendo con mi 
ejemplo, ¿quién dentro de ese organismo dirá que el Intendente actuó con culpa grave o con dolo? 


SEÑOR ORRICO.- ¿Quién controla al Intendente? ¿Cuál es el órgano encargado de controlar al 
Intendente Municipal? 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Acá adentro? 
SEÑOR ORRICO.- No; en la Constitución de la República. 


SEÑOR LACALLE POU.- Según el artículo 1*, el propio Municipio debería denunciar a su titular. 


SEÑOR ORRICO.- Me parece muy bien que el Diputado Lacalle Pou plantee todo esto, porque es muy 
inteligente y muy activo. Entonces, como abogado del diablo -dicho en el mejor de los sentidos- se pone 
a buscar contras que ayudan a plantearse las dificultades que toda norma de este tipo presenta. Ahora 
bien, el problema es institucional; por eso, yo hacía la pregunta de quién controla al Intendente. La 
Constitución establece que los Gobiernos Departamentales serán ejercidos por un Intendente 
Municipal y una Junta Departamental. En el caso concreto del Intendente, ¿quién tiene la función 
constitucionalmente otorgada de controlarlo? La Junta Departamental. Entonces, ¿qué sucede ante la 
eventualidad de un daño causado? Y no es un daño cualquiera, porque la Constitución tiene un límite y 
se refiere a daño causado a terceros en la ejecución de los servicios públicos; no se trata de un daño 
genérico sino de un daño específico a determinadas personas. Esto es algo que, si se quiere, tiene un 
mal símil con la acción de inconstitucionalidad: interés directo, personal y legítimo causado a terceros. 
Esos terceros entablan un reclamo. Ese reclamo tiene tres resoluciones posibles: es negativo para el 
reclamante, tiene una sentencia favorable o se transa. Esas son las tres posibilidades que existen. Ante 
la responsabilidad en el ejercicio o en la actividad de la prestación de los servicios públicos que 
eventualmente pudiera tener un Intendente, la que va a hacer la denuncia es la Junta Departamental 
porque es la que constitucionalmente tiene el control sobre el Intendente, que va desde el llamado a 
Sala hasta, si apareciera una ley de este tipo, a otras cuestiones. De todas maneras, comprenderán que 
el Intendente es una figura que está protegida constitucionalmente por otras normas; llegado el 
momento, se verá hasta dónde puede ser acusado tan liberalmente. No se trata de un ciudadano 
cualquiera. La Constitución establece que siempre tiene que ser en el ejercicio de actividades 


inherentes a la prestación de los servicios públicos y en una actividad de contralor que naturalmente 
tiene que hacer la Junta. 


SEÑOR LACALLE POU.- Es lógico lo que dice el señor Diputado Orrico, pero no es lo que surge del 
artículo 1”. El artículo 1” establece que es el mismo organismo en el cual reviste funciones determinada 
persona que causó ese daño el que debe denunciar y evaluar si existió culpa grave o dolo. Para mí era 
mucho más exacto que el que evalúe si hay dolo o culpa grave en la actividad de un funcionario fuera 
el Ministerio Público y Fiscal, un organismo ajeno y que nos representa a todos. Vamos a poner el caso 
que a mí más me molesta y que a la gente más le molesta y que es el más frecuente, que es el del 
jerarca, el del titular, el que está arriba de todo ese organismo: en esa circunstancia no lo va a hacer el 
propio organismo. 


SEÑOR ORTUÑO.- Quisiera que nos pusiéramos de acuerdo en algunas cosas fundamentales, y una 
cosa fundamental es que el marco máximo del orden jurídico en nuestro país lo da la Constitución de 
la República, y esta en su artículo 25 establece taxativamente que es el órgano público el que puede -de 
acuerdo con la facultad que se le asigna- repetir contra el funcionario involucrado. Me gustaría -quizás 
promovamos juntos en el futuro una reforma constitucional más global que incorpore una 
modificación de este punto- poder dar el alcance que plantea el señor Diputado Lacalle Pou, pero una 
de las cosas que se objetó -es lo que dije en mi intervención inicial; quizás no se atendió o no fui claro- 
fue que, precisamente, lo que se quiso salvar fueron las objeciones de distintos ámbitos que planteaban 
la inconstitucionalidad, en la medida en que iban contra lo establecido en el propio artículo 25 que se 
quería reglamentar. El artículo 25 de la Constitución establece que "[...Jen caso de haber obrado con 
culpa grave o dolo, el órgano público" -es clarísimo-"correspondiente" -lo aclara, por si había dudas- 
"podrá repetir contra ellos, lo que hubiere pagado en reparación". 


Comparto la preocupación política del señor Diputado Lacalle Pou en cuanto a que, precisamente, quien está 
involucrado en una culpa grave o dolo posiblemente no accione en su contra los mecanismos de repetición 
que obliga la Constitución, y preocupado por la no aplicación en el pasado de esta norma, es que viene el 
proyecto de ley que tenemos a consideración, que tiene dos virtudes: dentro del marco acotado que da la 
Constitución estableciendo al órgano... 


(Interrupción del señor Legislador Lacalle Pou) 


dentro del corsé que nos brinda la Constitución en este artículo, la propuesta que estamos 
considerando incorpora dos elementos que son importantes para cuidar lo que se está planteando como 
preocupación. Al existir por ley la exigencia al órgano de repetir o, en caso contrario, de fundamentar 
debidamente -cosa que no ha habido en el pasado-, esto sin duda va a accionar y a promover este 
mecanismo. Pero, al mismo tiempo -quizás ello está planteado en los artículos siguientes y por eso no se 
consideró- y previendo la situación que se está planteando, en esta nueva área creada por nuestro 
Gobierno se establece la obligatoriedad al órgano de informar lo que ha hecho y, si no lo ha hecho, cuál 
fue el motivo -puede ser la situación que está planteando el señor Diputado Lacalle Pou-; por este 
proyecto de ley se le da la facultad a este ámbito de informar en contrario y por lo tanto de accionar los 
mecanismos políticos correspondientes, si es que se diera una situación hipotética como la que plantea 
el señor Diputado Lacalle Pou. 


Además, nos han hecho notar que aun sin este proyecto de ley el Ministerio Público y Fiscal tiene entre sus 
potestades -me estoy refiriendo a su Ley Orgánica, la Ley _N* 15.365- las atribuciones necesarias para ejercer 
las acciones jurisdiccionales correspondientes en defensa de la causa pública y de los intereses patrimoniales 
del Estado. Luego vienen los artículos que creo que no vale la pena referir. 


Lo que estamos haciendo con esta norma es completar el cuadro de los instrumentos que hoy ya tiene el 
Estado para accionar en los casos en que sufra perjuicios por acciones de sus funcionarios y que no siempre 
se han usado; le da una armonía, completa el cuadro, y al mismo tiempo coloca en un ámbito -esa es la 
novedad institucional- la supervisión y la acumulación de información de estos temas, para actuar desde 
afuera cuando corresponda. Creo que esto realmente es un avance, aunque no es el ideal, de acuerdo con lo 
que se está planteando, porque la Constitución deja en manos del propio órgano la acción de repetición. 


SEÑOR LACALLE POU.- Apenas leí el artículo 1” del proyecto sustitutivo presentado por el señor 
Diputado Ortuño y luego del brevísimo cursillo de Derecho Constitucional que me ha pretendido dar - 
le presté atención a todo lo que dijo sobre este asunto y, dicho sea de paso, estuvo bien, ilustrativo, 
aunque equivocado; ya desde el Período pasado estaba atrás de este tema y por suerte hoy nos hemos 
juntado en la intención más de un partido-, pedí la palabra porque me parece que partiendo de la 
misma preocupación llegamos a caminos distintos. 


Sin pretender dar un curso de Derecho Constitucional a nadie, voy a dar lectura al artículo 25 de la 
Constitución -si ya se leyó tres veces, una más no le hace mal a nadie-, que establece: "Cuando el daño haya 
sido causado por sus funcionarios, en el ejercicio de sus funciones o en ocasión de ese ejercicio, en caso de 
haber obrado en culpa grave o dolo -esta frase es fundamental y quiero que quede en la cabeza-, el órgano 
público correspondiente podrá repetir contra ellos, lo que hubiere pagado en reparación". 


Ahora me voy a extrapolar al proyecto de ley sustitutivo del señor Diputado Ortuño, que expresa: 

"Artículo 1”.-Todo organismo del Estado que resulte condenado por sentencia ejecutoriada como responsable 
civil del daño causado a terceros [...] deberá pronunciarse expresamente" -dice: "deberá pronunciarse 
expresamente"- "[...]sobre la configuración de dolo o culpa grave en la conducta de sus funcionarios [...]”. 


El artículo 25 de la Constitución, léase por donde se quiera leer, no dice en ningún lugar que es el propio 
organismo el que tiene que establecer si existe culpa grave o dolo. El organismo es el que debe repetir y no el 
que debe decir si existe culpa grave o dolo. Lamento que se me haya querido dar un curso de Derecho 
Constitucional en el sentido que no haya entendido. Entendí correctamente y por eso en el proyecto original 
se da la potestad al Ministerio Público y Fiscal, desde afuera del organismo, a repetir. Quizás un paso anterior 
-estaría de acuerdo en cambiar eso- es que sea el Ministerio Público y Fiscal el que diga si hay o no 
posibilidad de accionar, si existe o no dolo o culpa grave. No es el organismo, no es el titular del organismo y 
menos va a ser un organismo cuando sea al jerarca al que haya que decirle que actuó con culpa grave o dolo. 
Eso no lo dice la Constitución ni lo va a hacer ese organismo. 


SEÑOR CÁNEPA.- Lo planteado por el señor Diputado Lacalle Pou es un punto de fondo a debatir. 
Digo con total tranquilidad que no se trata de trasmitir quién da un curso de Derecho, porque después, 
con la pasión que se pone en estos temas, también uno podría hacer otro tipo de comentarios. 


Más allá del respeto que uno tiene por la posición del otro, inclusive en cuanto a las interpretaciones que hace 
del alcance de los artículos, en mi opinión el último planteo realizado por el señor Diputado Lacalle Pou 
muestra una confusión conceptual, que voy a decir cuál es. Este proyecto de ley está reglamentando los 
artículos 24 y 25 de la Constitución. ¿Por qué los está reglamentando? Porque una norma de inferior jerarquía 
puede reglamentar a otra de superior jerarquía, esta ley no está innovando. La responsabilidad del Estado y la 
posibilidad de repetición no es por vía legal que está sancionada en otro país, sino por vía constitucional. Se 
trata de una ley que va a reglamentar la responsabilidad del Estado y la posibilidad de repetición -que no está 
en vía legal sino constitucionalmente- pero que no innova en lo que establece la Constitución sino que fija los 
mecanismos y el procedimiento que, obviamente, no es materia constitucional. 


Bastante se ha equivocado el legislador -es un debate profundo- cuando ha puesto procedimientos por vías 
constitucionales. Cualquier constitucionalista sabe que uno de los grandes defectos de esta Constitución, que 
tiene 332 artículos, es que es larguísima, porque tiene muchas cosas que no son "per se" materia 
constitucional. Este último tiempo y con esa "constitucionalitis” permanente que tiene el sistema político ha 
llevado a que la Constitución se haya ido engordando en cada una de sus reformas, porque hemos puesto 
temas y materias que no le atañen. 


El señor Diputado manifiesta -recuerdo sus palabras aunque no las estoy citando textualmente- preguntando 
dónde dice que en caso de haber obrado culpa grave... Esto no lo dice la Constitución, no tiene por qué 
decirlo, porque el procedimiento para reglamentar justamente lo va a establecer este proyecto de ley, aquí hay 
una confusión conceptual. Lo que no está en la Constitución es el procedimiento; justamente es lo que se 
debate en torno a este proyecto de ley. 


El señor Diputado dice: "Yo no comparto que este procedimiento sea el mejor porque no garantiza que 
cuando está el titular del órgano sea el responsable de la culpa grave o dolo". Quisiera aclararle al señor 


Diputado que, en general, también puede haber una confusión entre la responsabilidad política y la 
responsabilidad funcional. 


La segunda confusión conceptual que veo es entre la responsabilidad política del titular del órgano y la 
responsabilidad funcional. Acá estamos hablando de responsabilidad funcional. Creo que hay pocos ejemplos 
en que el Intendente -como él lo ha señalado- tenga responsabilidad funcional para que sea repetido contra su 
patrimonio porque hay culpa grave o dolo; estos son conceptos administrativistas para los funcionarios 
públicos; está en el estatuto de los mismos su alcance. Por lo tanto, la resolución de la responsabilidad de ese 
titular de órgano no se salva solamente con este proyecto de ley, que también lo alcanza para los casos en que 
se de, sino que tiene que haber una clara distinción entre la responsabilidad política, que tiene otro camino - 
para los Intendentes el juicio político, para otros titulares de órganos otros caminos constitucionales- y la 
responsabilidad funcional. 


Comparto el proyecto de ley y, a su vez, creo que es bueno el planteo realizado por el Diputado Lacalle Pou, 
porque deja claro el aspecto de incluir a los titulares del órgano, en los casos que haya responsabilidad 
funcional; está resuelto en el artículo 2”, lo que, al ser trasmitido a esta nueva dirección, que será el germen 
de la centralización de la Defensoría de Estado, permitirá un contralor que hoy no existe. 


Es decir que este tipo de direcciones pueden realizar un seguimiento, incluso, recomendaciones con respecto 
a la necesidad de la repetición. Tampoco podemos ir más allá del "podrá" de la Constitución. Cuando el año 
pasado empezamos a discutir este proyecto comentábamos que todos lamentábamos que ese "podrá" se 
hubiera modificado por "deberá" en la reforma del año 51 y en la Constitución del año 52. Washington 
Beltrán, Diputado del Partido Nacional en esa época, se opuso a la reforma de este artículo siendo minoría en 
su Partido. Por lo tanto lamentamos este cambio en la Constitución pero es el límite que tenemos para la 
reglamentación de esta ley. 


SEÑOR LACALLE POU.- Disculpen pero a las 11 horas recibía al Directorio de ANTEL -los cité yo- y 
me tengo que ir. 


(Se retira de Sala el señor Diputado Lacalle Pou) 


SEÑOR ORTUÑO.- Me pareció muy importante la referencia que el señor Diputado hace a los tipos de 
responsabilidad del Estado. Creo que quizás es lo que se estaba confundiendo por parte del Diputado 
Lacalle Pou; basado en una preocupación que compartimos. 


Tengo un informe del doctor Cagnoni que establece que la responsabilidad del Estado por el resultado dañoso 
de su actividad está consagrada (artículos 24 y 312) en la Constitución. Y responsabilidad de sus agentes, 
funcionarios y gobernantes, según los distintos casos: típicamente política -artículo 148-, político-penal - 
artículos 93, 102 y 114- y patrimonial -artículo 25-, que es el que estamos considerando. La responsabilidad 
es -termina diciendo- consecuencia del sistema de control. El control -esencial al Estado de derecho- es la 
contracara o referente ineludible del ejercicio del Poder del Estado. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, se habla de dolo o culpa grave administrativa, no es un concepto 
penal sino administrativo, por lo tanto, tiene distinta sustancia que si fuera penal. 


En segundo término, se haga lo que se haga, se ponga la reglamentación que se ponga, ninguna ley va a 
derogar la Constitución, creo que eso es muy claro. Entonces, para acusar a un Intendente por violación de la 
Constitución y otros delitos graves se aplica el artículo 93. Sea el funcionario que sea, el concepto de falta 
grave no lo determina una sentencia; la sentencia lo que va a determinar es la responsabilidad del Estado y, 
eventualmente, va a decir "Fulano y Mengano metieron la pata hasta el cuadril"; eso lo puede decir. Pero 
desde el punto de vista constitucional, en lo que respecta a los funcionarios -no importa la jerarquía que 
tengan, salvo Intendentes, Presidente, Ministros de Corte- es necesario un sumario que determinará cuándo 
hay falta grave o no. Entonces, primero, el Estado pierde un juicio o, eventualmente, se ve obligado a realizar 
una transacción para evitar un daño mayor. Luego, la entidad donde eso ocurrió hará la investigación 
administrativa de rigor y determinará quién es el responsable de ese error o de esa falla en el ejercicio de las 
actividades tendientes a cumplir los servicios públicos que dio como resultado una responsabilidad 
patrimonial del Estado. Recién después se podrá aplicar todo esto. No es una cuestión automática de que 


porque hubo una sentencia en contra hay un responsable. Esto suscitará muchos problemas. Aquí van a existir 
responsabilidades patrimoniales del Estado donde va a ser difícil determinar quién es el responsable preciso. 
Por ejemplo, supongamos un juicio que el Estado lo tuviera perdido, ya en trámite, que cualquier abogado 
sensato que mira eso dice "esto está perdido", y en una etapa determinada el abogado del Estado se pierde un 
plazo. En este caso faltaría nexo causal, porque tiene que haber una causalidad entre la conducta del 
funcionario público y el daño que se provocó. 


En definitiva, creo que el tema no se puede solucionar en esta discusión, porque el asunto de los Intendentes 
anda por otro lado y los funcionarios siempre van a tener que ser previamente sometidos a sumario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuaremos el estudio de este proyecto de ley en la próxima reunión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


